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mina por la actividad de los contribuyentes y el gravamen
se obtiene sobre una base imponible que es expresiva
de una capacidad económica.' que no opera como ele­
mento configurador. en las tasas b. si lo hace. es de
manera muy indirecta y remota.

De acuerdo con esas ideas diferenciadoras. que no
pretenden en modo alguno ser rigurosamente exhaus­
tivas. resultaevidente que el régimen jurídico de la figura
impositiva. establecido en el Real Decreto-Iey 16/1977
y completado por disposiciones posteriores. espe­
ci.almente los Reales Decretos-leyes 9/1980 y
2.221/1984.se estructura como un «impuesto estatab).
y en tal condición ha sido cedido a la Comunidad Autó­
noma de Cataluña por la Ley 41/1981 y en general
al resto de las. Comunidades por la Ley 30/1983.

En efecto. la naturaleza impositiva de esa fig~ra fiscal
sobre la que se establece el recargo. ya apuntada en
la STC 126/1987. reiteradamente declarada por el Tri­
bunal Supremo y coincidente con la opinión general­
mente .admitida por la doctrina. resulta de la configu­
ración que al hecho imponible confiere el arto 3del Real
Decreto-ley 16/1977. que si bien incluye. al lado de
la organización y celebración del juego. la autorización
administrativa. son aquellas dos actividades de los par­
ticulares las que determinan el sujeto pasivo cdos orga­
nizadores y las'empresas cuyas actividades incluyan la
celebración u o"rganización de juegos de suerte. envite
o azar» y es el producto de la actividad de. juego lo
que constituye la base del tributo. según la regla general
del arto 1 del Real Decreto-ley 2.221/1982. que en la
'~egislación específica de la tasa sobre el juego en máqui-
nas tragaperras se concreta en una cuota fija que se ..
establece en virtud del tipo de máquina y en función
de las cantidades que puedan jUQarse en cada modelo
de máquina. es decir. en atencion a los rendimientos
previsibles o capacidad económica generada por' la
explotación de las "máquinas. de manera que con ello
se hace evidente que su verdadero fin consiste e·n gravar
la capacidad contributiva manifestada por la adquisición
de una renta.

Todo ello nos conduce ala' conclusión de que el tri­
buto sobre el juego creado por el arto 3 del Real Decre­
to-ley 16/1977 es una figura fiscal. distinta de la cate;'

- .goría de «tasa». puesto que con ello no se pretende
la contraprestacion proporcional. más o menos aprO­
ximada•• deJ coste de un servicio o realización de
actividades en réQimen de Derecho público. sino que
constituye un autentico «impuesto» que grava los re,n­
dimientos obtenidos por actividades de empresarios pri­
vados de manera virtualmente idéntica a los impuestos
que gravan la adquisición de renta por actividades expre-
siva de capacidad económica. .

Por consiguiente. el tributo de referencia. p.ese a su
denominación legal. es un verdadero impuesto estatal.
cedido a la Generalidad de Cataluña por la Ley 41/1981.
y de manera general a todas las Comunidades Autó­
nomas por la Ley 38/1983. sobre el cual la Comunidad
de Cataluña. en ejercicio legítimo del poder tributario
que le confieren los arts. 133.2 y 157.1 a) de la Cons­
titución. 44.6 de su Estatuto de Autonomía. 4.1 c) y
d). 11.1 f) y 12.1 de la L.O.F.C.A. puede imponer el
recargo fiscal aquí cuestionado. que pasa a integrar la
Hacienda autonómica como recurso tributario propio ple­
namente constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, .

Ha decidido

Desestimar las cuestiones de inconstitucionalidad
acumuladas núms. 587/93. 3.626/93. 3.627/93.

3.630/93. 3.631/93 y 3.632/93. promovidas por la
Sección Cuarta -de la Sala de lo Contencioso-;Adminis­
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en
relación con la Ley del Parlamento de Cataluña 2/1987.
de 5 de enero.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diez de noviembre de mil nove-
. cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y

Bravo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon
y González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eu­
genio Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Alvaro Rodrí­
guez Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael de Men-

o dizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro
Cruz Villalón.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Rubricado...

27458 Sala Primera~ Sentencia 297/1993, de 14 de
noviembre de 1994. Recurso de amparo
1.464/1992. Contra Auto del Juzgado de Ins­
trucción núm. 11 de Barcelona, por el que
se dispone el archivo de las diligencias incoa­
das -en virtud de querella por injurias y calum­
nias. Supuesta vulneración de los derechos,
a la tutela judicial efectiva y al honor: moti­
vación suficiente de la resolución judicial. Voto
particular. .

La Sala Primera' del Tribunal Constitucional>compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-....errer. Pre­
sidente; don Fernando Ga.rcía-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villálón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo rtúm. 1.464/92. promovido
por don Vicente Lapiedra Cerdá. representado por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Concepción Aporta Esté­
vez y asistido por el Letrado don Javier Bruna Reverter.
contra el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona.
Sección Décima. de fecha 3 de abril de 1992. en el

. que se desestima el recurso de apelación: interpuesto
.contra el Auto del Juzgado de Instrucción núm: 11 de
Barcelona. de fecha 2 de octubre de 1991. por el
que se dispone el archivo de las diligencias previas
núm. 598/91-B. incoadas por querella por: injurias y
calumnias. interpuesta por don Vicente Lapiedra Cerdá
contr~ don Ramón de' España Renedo. periodista. el
director del diario «El País» y la sociedad PRISA. Ha inter­
venido el Ministerio Fiscal. Y ha sido Ponente el Magis­
trado don Vicente Gimeno Sendra. quien expresa el pare­
cer de la Sala.

1. Antecedentes

1. 'Mediante escrito registrado en este Tribunal
el8 de junio de 1992, doña Concepción Aporta Estévez.
Procuradora de los Tribunales. en nombre y represen­
tación de don Vicente Lapiedra Cerdá. interpone recurso
de amparo contra el Auto de la Audiencia Provin­
cial de Barcelona. Sección Décima. de fecha 3 de abril
de.1992. en el que se desestima el recurso de apelación
contra el Auto del Juzgado de instrucción núm. 11 de
Barcelona, de fecha 2 de octubre de 1991, por el que
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se dispone el -archivo de las diligencias previas
núm.- 598/91-B, incoadas mediante querella por injurias
y calumnias. - '

2. Lo~ hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El 21 de diciembre de 1990, don Vicente Lapie­
dra Cerdá presentó una denuncia ante el Juzgado de
Guardia de Valencia, por injurias y calumnias" contra
Ramón de España, periodista del diario «El País», por
el artículo aparecido en el mencionado periódico el
día 28 de junio de 1990, titulado «Pasar por Lapiedra».

b) La denuncia correspondió, por turno de reparto,
al Juzgado de Instrucción núm. 11 de Barcelona, y pos­
teriormente fue convertida en querella contra el perio­
dista citado, el director del diado «El País»~ la empresa
PRISA. En fecha 11 de febrero de 1991 ,se incoaron
diligencias previas con el núm. 598/91-B. Y el 2 de .
octubre del mismo año, dicho Juzgado dictó Auto por
el que acordaba el archivo de las' actuaciones, de con­
formidad con lo dispuesto en el art. 789.5.1.a L.E.Crim.,

. al estimar que el hecho no era constitutivo de infracción
penal.

c) Por l,a representación de don Vicente Lapiedra
Cerdá se interpuso recurso de apelación ante la Audien­
cia Provincial de Barcelona, contra el Auto anterior, por
entender que dicha resolución vulneraba de forma direc­
ta el derecho al honor, en conexión con el derecho a
la tutela judicial efectiva y con el art: 10:1 C.E.

d) La Sección Décima de la Audiencia Provincial de
Barcelona, dictó Auto de fecha 3 de abril de 19'92, con­
firmando _en su integridad el Auto recúrrido;

3. Cóntra dichos Autos se interpone recurso de
amparo, interesando su nulidad, y solicitando.se dicte
Sentencia por la qué se otorgue a'l recurrente el amparo
solicitado y se retrotraiga el proceso penal al momento
inmediato anterior al de dictar los Autos anulados donde
se violaron sus derechos. Motivo de amparo invocado
en la demanda es la vulneración del derecho al honor,
reconocido en el art. 18.1 C.E., así como la vulneración
de la tutela judicial efectiva de los Jueces y Tribunales,
sin que en ningún caso pueda producirse indefensión,
establecido en el art. 24.1 C.E., en relación con elmen­
cionado arto 18.1 y con el art. 10.,1 de la Constitución. '
La demanda centra sus alegaciones básicamente en tor­
no a, la primera de las infracciones citadas. En este sen­
tido,la representación del demandante fundamenta su
argumentación en distintas cuestiones que se resumen
del siguiente modo.

En primer lugar, el Auto de 3 de abril de 1992 cons­
tituyeuna violación directa al honor del recurrente. En
efecto, el que se dig~: «Las que se pretenden comoexpre­
siones insultantes en referencia a la descripción de carac­
terísticas físicas, no cabe entenderlas como tales, si tie­
nen una. referencia a la realidad» (razonamiénto jurí­
dico 1.°), es jurídicamente insostenible, p·uesto que a
partir desemejante argumentación tendría cabida cual­
quier insulto, siempre que tuviera una referencia directa
con la realidad; y en su apoyo, cita las SSTC 107/1988
y 105/1990.

En segundo lugar, y dentro del mismo razonamiento
jurídico, el Auto de la Audiencia explicita lo siguiente:
«Por lo que hace referencia al ataque a la intimidad,
es difícil sostenerlQ, porque precisamente los hechos que
se ventilaron en el juicio, en audiencia pública, versaban
sobre el tipo de relaciones (entre otras cosas) que el
señor Lapiedra mantenía con jóvenes y niños». A juicio
de la representación del demandante tal argumentación
atenta contra el derecho a la intimidad del señor La­
piedra.

. El tercer argumento de la demanda, gira en torno
a la condición de persona pública del recurrente en
amparo. El referido Auto estima que el señor Lapiedra
realiza actividades con proyección pública, lo que impli­
caría una sujeción mayor a la crítica, cuestión con la
que se muestra en total desacuerdo la demanda en la
que se aduce que el señor Lapiedra se ha visto invo­
lucrado' circunstancialmente en un asunto de trascen­
dencia pública por ser imputado y acusado en un proceso
judicial, de manera que la proyección pública que le atri­
buye el Auto ni ha sido buscada ni consentida por el
ahora recurrente. En consecuencia, al ser una persona .
privada que no participa voluntariamente en la contro­
versia pública, la protección del derecho al honor debe
alcanzar su máxima eficacia de límite de las libertades
reconocidas en el art. 20 C:E., como establece la doctrina
del propio' Tribl;.Jnal Constitucional (SSTC 165/1987
y 171/19.90). .

En cuarto, lugar, estima la demanda que el artículo
p~riodísticodel señor de España está plagado de insultos
que, como tales, quedan excluidos del ámbito justificador
de las libertad~s reconocidas en el arto 20 C.E., tal y
como la doctrina del Tribunal Constitucional ha venido'
declarando. Porque si de lo que se trataba era de hacer
una crónica de actualidad sobre el juicio contra la secta
Ceis que se 'celebraba en aquellos momentos, no podía
hallarse justificación, en moda alguno, para todas las
expresiones despreciativas y denigratorias contra el.
señor Lapiedra que, en ningún caso, estaban dirigidas
a formar 'Ia' opinión pública. Expresiones que la demanda

.' concreta en las siguientes: «... cuando la silueta rechon­
cha del señor Lapiedra aparece en la pequeña pantalla
arrastrando la pata chula...», «... ese gordinflón de gafas
degradees, camisas floreadas y pantalones de pata de
elefante...», «... lo que me inquieta de este individuo es
su innegable personificación del mal. Si es cierto que
la cara es el espejo del alma, Vicente Lapiedra tiene
todas las papeletas para pudrirse en el infierno. ¿Pero
existe el infierno? Por si las moscas, el señor Lapiedra
parece habérselas apañado para construir uno en la
tierra...», «... falso maestro y reputado sobón de niños...»,
«... un sujeto perverso que s.e las ha apañado para vivir
como un señor a costa de la estupidez ajena...», «... pero
cenvendrán conmigo en que el affaire Lapiedra es de
un basto que atufa...», « ••• cosa que convierte la- maldad
del señor Lapiedra en la ley del más fuerte: destruir un
cerebro confuso e ignorante es tan fácil como engañar
a un niño. En ambas actividades Vicente Lapiedra parece
ser un maestro».

Por último, se argumenta que, aunque haya existido
en la resolución recurrida una ponderación de losdere­
chos en cuestión, no ha sido adecuada en la medida
que no ha respetado el derecho al honor del demandante,
en los términos ya expuestos. En consecuencia, se soli­
cita la nulidad de los Autos de 2 de octubre de 1991,
del Juzgado de Instrucción núm. 11 de Barcelona y de
3 de abril de 1992, de la Audiencia Provincial de
Barcelona. .

4. Mediante providencia de 28 de septiembre
de 1992, la Sección Segunda de"la Sala Primera de
este Tribunal acordó la admisión a trámite de la demanda
de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC,
la remisión de las actuaciones y emplazar a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento para que, en
el plazo de diez días, pudiesen comparecer en este pro­
ceso constitucional.

5. El 21 de diciembre de 1992, por providencia,
el Tribunal acordó acusar recibo de las actuaciones remi­
tidas y dar vista de las mismas al solicitante de amparo
y al Ministerio Fiscal con el fin de que, de acuerdo con
lo dispuesto en el arto 52.2 LOTe, formulasen alegacio­
nes, en el plazo común de veinte días.
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6. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 25 de enero de 1993~ el Ministerio Fiscal formuló
alegaciones, interesando se dicte Sentencia denegando
el amparo por cuaAto no resulta del proceso la lesión
de los derechos fundamentales que sirven de apoyo a
la demanda. Es conveniente -según el Fiscal- empezar
analizando el suplico de la demanda de amparo: que
se decrete la nulidad del Auto de archivo de las dili­
gencias previas y se retrotraiga el proceso penal al
momento inmediatamente anterior al mismo. La pre'gun­
ta que se plantea inmediatamente es para qué. Eviden­
temente, dice el Fiscal, para que el Juzgado de Instruc­
ción siga la investigación. Pero el Auto impugnado des­
pués de un detallado razonamiento decreta el archivo
de las actuaciones, teniendo en cuenta la falta ae injurias
unida al ejercicio del derecho a la libertad de expresión;
es decir, porque los hechos no son constitutivos de delito.
y este criterio es compartido íntegramente por lá Audien­
cia Provincial, que confirma el Auto de archivo. Por ello,
de otorgarse el amparo, el Juzgado de Instrucción se
encontraría de nuevo ante la misma situación salvo que
este Tribunal le ordenara otra cosa, lo que no parece
factible a la vista de la falta de petición concreta al res­
pecto. Ello lleva al Fiscal a analizar si se ha prestado
una tutela judicial realmente efectiva yqué repercusión
puede tener, en este caso, la alegación del derecho al
honor. En este sentido y en base a la doctrina de este
Tribunal sentada en el ATC 348/1992; estima que no
ha existido la menor quiebra del art. 24. 1, pues se declara
el archivo de unas diligencias previas, fundado' en una
causa legal, cuya concurrencia en autos se razona y explí-
cita más que suficientemente. , '

, y(

Punto de p~rtida del Ministerio Fiscal, en relación con
la quiebra del art. 18.1 C.E. alegada, es que toda reso­
lución que dilucide un conflicto entre derechos funda­
mentales debe incorporar la adecuada ponderación entre
los mismos. En el caso de autos poca duda cabe, según
el Fiscal, acerca de la existencia de tal ponderación, por­
que lo trascendente es cpnstatar que: a) La Audiencia
Provincial no considera insultantes las expresiones ver"
tidas en el artículo de autos; los alegatos del. antece­
dente 2.° de la demanda de amparo carecen de rele­
vancia; b) Tampoco considera que se invadan terrenos
íntimos, toda vez que están siendo ventilados en un juicio
oral a puerta abierta, objeto de numerosas informacibnes
periodísticas, desvirtuando así los argumentos, del ante­
cedente 3.° de la demanda; c) La consideración del inte­
rés público de la información es afirmada razonadamente
por ambas resoluciones. La opinión vertida en el ante­
cedente 4.° de la demanda no puede, 'por lo tanto, ser
compartida; d) El carácter formalmente vejatorio de las
expresiones publicadas es excluido expresamente por
los órganos judiciales, que justifican la inexistencia del
animus iniuriandi: y e) Respecto .al análisis de la ade­
cuación constitucional deja ponderación entre el dere­
cho al honor y la libertad de expresión efectuada por
los órganos judiciales, se constata que ambas resolu­
ciones comienzan situando el artículo periodístico. dentro
del ámbito de la libertad de expresión; el actor es objeto
de la noticia fundamentalmente por su pertenencia' a
la secta Ceis y contra ella se dirigen las críticas del perio­
dista. El Juzgado de Instrucción no sólo declara la inexis­
tencia de animus iniuriandi,' sino que declara, además,
que tal criterio es insuficiente. Se afirma la prevalencia
de la libertad de expresión, cuando afecta, como en este
caso, a cuestiones de interés público, máxime si se ejerce
por un profesional de la información. Y la Audiencia Pro­
vincial señala que «en definitiva, más allá de la valoración
personal, en Derecho penal ha de estarse a la existencia
o no del tipopenal», para acabar concluyendo la ,ausencia
del mismo. En consecuencia, el Ministerio Fiscal no apre­
cia tampoco quiebra alguna del arto 12.1 C.E, pues los
órganos judiciales lo han tutelado adecuadamente.

7. La representación procesal del recurrente no pre-
sentó escrito de alegaciones. ,

8. Por providencia de 25 de octubre de 1994, se,
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente día 27 del mismo mes y año,
fecha en que dio comienzo la misma habiendo finalizado
en el día ~e hoy.

11. Fundamentos jurídico~

1. Objeto del presente recurso de amparo lo cons­
tituye el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona,
Sección Décima, de fecha 3 de abril de 1992, en el
que se desestima el recurso de'apelación interpuesto
contra el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 11 de
Barcelona, de fecha 2 de. octubre de 1991, por el que
se dispone el archivo de las diligencias previas
núm. 598/91-B, incoadas por querella por injurias y
calumnias, interpuesta por don Vicente Lapiedra 'Cerdá
contra don Ramón de España Renedo, periodista, el
director del diario «El País» y la empresa PRISA.

El recurso se fundamenta en la vulneración del dere­
cho al honor, reconocido en el arto 18. 1 C.E, así como
en la infracción de la tutela judicial efectiva de los Jueces
y Tribunales, sin que en ningún caso pueda producirse
,indefensión, establecido en el art. 24. 1 C.E, en relación
con e1 mencionado art. 18.1 y con el art. 10.1 de la
Constitución. . .

2. La demanda de amparo y el esc'rito de alega­
ciones del Ministerio Fiscal presentan posiciones dia­
metralmente opuestas por lo que hace al caso contro­
vertido. Para el recurrente, los Autos impugnados, al no
reconocer que el artículo periodístico objeto de la que­
rella origen de este proceso tiene un contenido insultante
y degradante de la figura de don Vicente Lapiedra Cerdá,
quebrarían de forma dire'cta e inmediata su derecho al
honor y, por lo tanto, infringirían sU derecho a la tutela
judicial efectiva,del arto 24 C.E, en relación también con
el art. 10 C.E Para el Ministerio Fiscal, en cambio, este
amparo no podría prosperar, porque. ni exi'ste vulneración
del arto 24.1 C.E, al ser las resoluciones impugnadas
razonables y motivadas, ni, existe violación del arto 18.1
C.E, puesto que el órgano judicial ha llevado a cabo
una ponderación de los derechos en conflicto de con­
formidad con la doctrina de este Tribunal Constitucional.

3. Las infracciones de derechos alegadas resultan
difícilmente separables a partir de los argumentos
del recurrente, ya que la primera se hace, residir en
que no se respetó el derecho' al honor y la segunda
en que no se respondió a la alegación del recurrente
ante dicha supuesta lesión sufrida en el derecho al honor.
En último término, ambas vulneraciones se reconducen
a la de que el Tribunal sentenciador no amparó debi­
damente el derecho al honor del recurrente lesionado
por .el artículo objeto de la querella. Por lo tanto, lo que
procede examinar-es si las resoluciones judiciales impug­
nadas efectivamente atentan contra los derechos fun­
damentales de carácter susta~tivoque se alegan.

4. En cualquier caso, ha' de rechazarse la alegación
que la demanda contiene en relación con la dignidad
humana, proclamadaen'el arto 10.1 C.E., porque a tenor
de lo dispuesto en el arto 53.2 C.E, no es norma que,
en vía de amparo, pueda integrar su objeto.

,5. Pero, antes de entrar en el fondo de la cuestión,
ha de precisarse cual pueda ser~ en esta instancia, la
cuestión que deba ser examinada. La pretensión del
recurrente c'onsisteen que este Tribunal reconozca su
derecho al honor y~ por ende, su derecho a la tutela
judicial efe,ctiva; pretensión que ha sido ejercida ante
la jurisdicción ordinaria, como exige el arto 44. 1 a) de
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la LOTC, agotando todos los recursos 1egales previstos.
En este caso, la vía judicial agotada ha sido la vía penal.

No era ésta, sin embargo, la única vía procesal por
la que el recurrente podfa. hacer valer su pretensión,
puesto que, como establece la Ley Orgánica 1/1982,.
de 5 de mayo, de protección civil del derecho .al honor,
a la intimidad personal y familiar'y a la propia imagen,
el derecho fundamentpl al honor, garantizado en el
arto 18 de la Constitución, es susceptible de ser protegido
civilmente frente a todo género de intromisiones ilegí­
timas. Es cierto que mediante una y otra vía, la penal
y la civil, puede garantizarse el derecho fundamental
que nos ocupa, pero tampoco lo es menos que a través
de estas dos manifestaciones de la jurisdicción ni se
protegeh las mismas injerencias frente al honor ni su
finalidad es la misma. La vía civil es procedente frente
a todo género de injerencia o intromisión ilegítima esta­
blecida en el arto 7 de la mencionada Ley Orgánica, estan­
do la pretensión civil de condena orientada a obtener
una reparación de carácter económico. En el proceso
penal, sin embargo, se protege el derecho al honor en
tanto en cuanto la injerencia o intromisión pueda ser
constitutiva de delito, persiguiendo el acusador particular·
la imposición de una pena. En otras palabras, el Juez
civil tiene un elenco de posibilidades para apreciar la
efectiva vulneración del derecho al honor más amplio
que el Juez penal, que, para poder determinar la exis­
tencia de una infracción al honor, ve ceñido su e)famen'
a que efectivamente exista un delito tipificado en el Códi-
go Penal. "

Pues bien, el hoy recurrente en amparo inició un pro­
ceso de naturaleza penal que concluyó con el archivo
de las diligencias y agotó los sucesivos recursos en dicha
vía. -Por lo tanto, los órganos judiciales sólo han podido
examinar si la pretendida vulneración del derecho al
honor se ha producido -a través de una intromisión cons­
titutiva de delito. En consecuencia, este Tribunal no pue­
de ahora entrar a enjuiciar si se ha vulnerado el derecho
al honor del recurrente por cualquier conducta que pudie­
ra calificarse de intromisión ilegítima, según lo dispuesto
en el art. 7 de la Ley Orgánica 1/1982, ya que esta
cuestión ha quedado, ante la jurisdicción ordinaria,
imprejuzgada. Sólo cabe en esta sede, dado el origen
de este amparo, examinar en qué medida puede haberse
producido una resión del derecho al honor en el ámbito
que viene· predeterminado por la vía judicial .que el
recurrente ha agotado, esto es, la vía judicial penal. Y
desde esta perspectiva sólo puede examinarse si se ha
producido una vulneración al honor por una intromisión
en el' mismo constitutiva de delito y, por lo té:lnto,. si
la resolución recurrida, al apreciar que los hechos no
eran constitutivos.ni de injurias ni calumnias, como adu­
cía el actor, .han vulnerado el derecho alegado.

6. A la luz de lo expuesto es como debe examinarse
esta pretendida vulneTación del derec~o al honor. En
este sentido hay que constatar, en primer lugar, que
nos encontramos ante la inadmisión de una querella,
y que es doctrina reiterada de este Tribunal (portadas,
SSTC148/1987 y 238/1988) la de que quien ejercita
la acción en forma de q4erella no tiene, en el marco
del art: 24. 1 C.E., un derecho incondicionado a la aper­
tura y plena sustanciación del proceso penal, sino sólo
a 'un pronunciamiento motivado del Juez en la fase ins­
tructora sobre la existencia y calificación jurídica del
hecho, expresando las razones por las que se inadmite·
su tramitación. La inadmisión de querellas sólo requiera,
desde el punto de vista constitucional, que las resolu­
ciones judiciales que las declaren contengan una moti­
vación razonada y razo!",able de las causas que han lle-
vado a dicha solución. •

Ahora bien, cuando se trata de la inadmisión de una
querella en la que se denuncia una supuesta vulneración
del derecho al honor del querellante, no cabe duda algu-

na de que esa motivación tiene que contener una ade­
cuada ponderación que es exigible, según reiterada juris­
prudencia de este Tribunal (entre otras, SSTC 104/1986,
168/1986 y 107/1988), entre el.derecho a la infor­
mación y el derecho al honor; ponderación que deberá
atender, en el presente caso, a los criterios establecidos
en la jurisprudencia constitucional en relación con el
tipo de libertad ejercitada, la relevancia. o interés para
la opinión pública de la noticia, la naturaleza pública
o privada de su destinatario y la afección o no de otros
derechos fundamentales, tales como el derecho a la
intimidad.

Tampoco puede soslayarse que el presente caso, ade­
más, tiene su origen en un proceso penal. Lo que sig­
nifica, .como ya se ha dicho, que la ponderación que
de forma oblig;;lda deben llevar a cabo los órganos judi­
ciales no tiene por qué ser igual en el supuesto del ejer­
cicio de una acción civil que en el de una acción penal
en la que, evidentemente, deben jugar otro tipo de con­
sideraciones, entre otras, y singularmente el que se
observen todos y,cada uno, de los elementos típicos del
delito de injurias o calumnias.

7. Pues bien, de la mera lectura de las resoluciones
impugna'das no cabe duda, como señala el Ministerio
Fiscal, que los órganos judiciales han motivado razonada
y razonablemente las causas que les ha llevado a la
inadmisión de la querella presentada por el hoy recurren­
te en amparo. Razonada y razonablemente porque dicha
motivación contiene en ambos Autos una ponderación
entre el derecho al honor del recurrente y el derecho
a la información, que nada puede reprochársele desde
un punto de vista constituciQ,nal. .

El actor es objeto de la~ noticia fundamentalmente
por su pertenencia a la secta «Ceis», y contra ella, per­
sonificada en el querellante, se dirigen principalmente
las críticas del periodista. De ahí, que ambas resoluciones
cómiencen calificando el artículo periodístico, con todo"
acierto, como artículo de opinión que versa sobre un
tema ampliamente ventilado en los medios de comu­
nicación y, por lo tanto, encuadrable bajo el ejercicio
de la libertad de expresión. De modo ql,Je, al tratarse
de la formulación de una opinión y creencia personal,
dispone de un campo de acción que viene sólo deter­
minado por la ausencia de expresiones _indudablemente
injuriosas en relación con las ideas u opiniones que se
expongan y que resulten innecesarias para la exposición
de las mismas. Los Autos impugnados no consideran
insultantes las expresiones vertidas en el citado artículo
y por ello declaran la inexistencia de animus iniuriandi,
pues tal· dolo específico <mo se da cuando tan sólo se
pretende criticar, opinar (... ). El querellado puso de mani­
fiesto en su deClaración su opinión negativa respecto
del querellante y así lo refleja en su escrito. No superando
los límites de la crítica inherente a la propia actividad
periodística)) (fundamento jurídico 3.° del Auto de 2 de
octubre de 1991).

Pero el Juzgado de Instrucción no sólo declara la
inexis~encia de animus iniuriandi, misión que ejerce con
competencia exclusiva (ATC 120/1981, 480/1986,
25~/1988 y 199/1989), sino que, además, tiene en
cuenta, citando a este Tribunal, el criterio de su rele­
váncia o interés" del público en la noticia. «El artículo
periodístico que nos ocupa -se dice en el Auto de -2
de octubre de 1.991-, se produjo en un momento en
el que el querellante era notici.a prácticamente diaria
en los distintos medios de comunicación social con moti~
va de un juicio que se celebraba en la Audiencia Pro­
vincial de esta ciudad, seguido con un gran interés, debi­
do al trasfondo al que se refería, y a la gravedad de
las acusaciones y motivo de ésta-s» (fundamento jurídi­
co 4.°). Abundando en este razonamiento el Auto de
3 de abril de 1992 afirma, enconsecuencia, que el ata­
que a la intimidad que pretend~ el querellante «es difícil



BOE núm. 298. Suplemento Miércoles 14 diciembre 1994 39

sostenerlo, porque precisamente los hechos que se ven­
tilaron en el. juicio, en audiencia pública, versabanso~re
el tipo de relaci~nes (er)~re otras c9~as) que el senor
Lapiedra mantenla con jovenes y nlnos» (fundamento
jurídico 1.°). «Por otra J?arte n~~e puede negar. que ~9n

,Vicente Lapiedra realice actividades con, p~oyecclon
pública, lo cual implica la sujecj?n, mayor SI cab~, a
la crítica, y ello no sólo porque el s~a, muy conocl,do,
sino porque fundamentalment~la,publicidad es ~n. meto­
do idóneo y buscado para la finalidad de las actlvldad~s

que él realiza, pubHci~aD, gue ti~ne una trascendencia
efectiva» (fundamento jundlco 2. ).

En resumen, pues, las resoluciones impugnadas han
realizado una ponderación entre el derecho, al honor y
la libertad" de expresión teniendo efectivamente en cuen­
ta los criterios de la jurisprudencia cOr)stitucion~)/ apli­
cables a este caso, sobre el tipo de Irbertad ejercida
y sus límites, la trascendencia pública de la materia so~re
la que versa el artículo periodístico y el carácter públl~o

del titular del derecho. al honor que tampoco permite
apreciar un ataqu~. i~justificado a, su intirl)idad. Y ate­
niendo a la especificidad que la vla penal Impone, ~an

tenido que examinar si dicho artícul9 incurría en un tipO
penal, función que ejercen en exclus.lyalos Jueces pena­
les ordinarios, llegando a la concluslon de que, probada
la inexistencia del animus iniuriandi, la ausencia de este
elemento subjetivo del injusto impide apreciar la comi­
sión de un delito de injuria ode calumnia, tal y como

. pretendía el querellante, funci.ones tod~s. ell~s_. que,
por entrar en el ámbito de la potestad junsdlcclonal,
ostenta la jurisdicción penal el más amplio monopolio
(art. 117.3), sin que quepa apreciar, por lo tan.~o, Y,ul­
neración alguna de los arts. 18.1 o 24 de la Constltuclon.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el. Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE 'LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

D.esestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
raL...:..Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno S.en­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz VII/a­
I~n.-Firmado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Fernando
García-Mon y González':'Regueral respesto de la Senten­
cia dictada en el recurso de amparo numo 1.464/1992

Con todo el re'spetoque me merec~ el criteri~ s.~s­
tentado por la mayoría, pero con la firme convlcclon
de que la Constituc;:ión no J?ue?~ amp~rar en su art. 20
los términos del articulo penodlstlco objeto de la querella
interpuesta por el derl)~m9~nte 9~ amparo, que no mer~­
ció siquiera su tramltaclon, diSiento de la Sentencl~
desestimatoria de este recurso de amparo que, a mi
parecer, ha debido proteger los derechos fundamentales
del recurrente y, especialmente, el que consagra el
art.1 0.1, de la Constitución: la dignidad de la persona
y de los derechos inviolables que le son inherentes...
el respeto a la Ley y a ,los derec;:~os de los demá~ y
que son fundamento del orden polltlco y de la paz social,
derechos que, reconocidos en el Título I de la Cons­
titución, 'son uno de los' -límites que expresamente se
establecen en el arto 20.4 de la Norma fundamental.

Esta es, en síntesis¡ la razón de mi discrepancia que
desarrollo a continuación:

1. Eh el artículo de don Rámónde España publicado
en «El País» de 28 de junio de 19~0 bajo el título «Pasar
por Lapiedra», no sólo se contienen las expresiones ql;Je
se recogen en el antecedente tercero de esta Se~t~n,cla,

y que serían suficientes. p~r~ que a~ menos se enj~lclara
si son o no gravement~ Injunosas, SinO que se contlene~,

además, otra serie de calificativos y de insultos haCia
la persona del recurrente en amp.aro que, como los c~n­

tenidos en elantecedeQte ¡efendo al que me remito,
merecen la protección que se solicita. Se le llama «man­
gante», «sacacuartos»,' «sujeto perverso que se la~ ha
apañado para vivir como un señor a costa. de la estupidez
ajena» y que completan un cuadro tan Infart:lante para
el destinatario, como ,impropio para ser publicado ante
la opinión pública en un artícu!o p.eriodístico: Y si, esto
se cobija en un derecho constitucional -I~ libertad de
expresión- no puede admitirse, po~ !3ste Tnbunal, como
intérprete supremo de la Constltuclon, que llegue hasta
ahí el referidQ derecho; y que aquella conducta no merez­
ca ser enjuiciada en un proceso pen~1, <?c;>n toda~ las
garantías que el art. 24 de laConstltuclon C?onflgura
como la tutela judicial efectiva y q~e ~~n af3l1cables a
todas las personas que demanden JustiCia. En el orden
penal, tanto a la víctima como a su agresor.

2. El art. 20. dela Constitución establece como lími­
tes a las libertades que en él se proclaman los siguientes:
«4. Estas libertades tienen su líroite. en el respeto a los
derechos reconocidos en este Título, en los preceptos
de las leyes que lo desarrollen y, especialment~, en el
derecho al honor; a la intimidad, a la propia Imagen
y a la protección de la juventud y de la infancia». Esos
son los únicos límites constitucionales a la libertad de
expresión, pero por serlo merecen la misma protecció~
constitucional que el derecho fundamental que~e deli­
mita. Todos los derechos fundamentales estan Situados
en un mismo planq, ya que la Constitución no est.ab~ec~
entre ellos diferencias jerárquicas. El honor y la, digni­
dad de la persona que no admite «tratos degradantes»
(arts. 10 y 15 C.E..), y la I1bertad de expresión, no son,
en modo alguno; derechos incompatibles o subordinados
el primero al segundo, sino que .ambos pueden y. deb~n
coexistir con igual protección en Interés de la conVivenCia
social en democracia. .

Pues bien, los Autos impugnados que ordenan el
archivo de la querella sin admitir ésta a trámite, se basan
en dos razones: una, de legalidad por entender que no
hay animus iniuriandi e~ e! artí~u10 de prensa de~un­
ciado; y otra, de constltuclonahdad,porque en dicho
artículo no se superan los límites «de la crítica inherente
a la propia actividad periodística».

Nada he de decir en este voto sobre la primera de
las causas apreciadas, p\Jes' no ·es func!ón de e;ste, Tri­
bunalrevisar'lo que corresponde apreciar en terminas
de legalidad ordinaria a los órg~nos judiciale~ (art. 117.3
C.E,); pero sí puede y debe qeclr algo este Tnbunal cuan­
do como ocurre en este caso, hace falta «comprobar
-éomo dice la STC 63/1990- la razonabilidad cons­
titucional del motivo de inadmisión apreciado, reparando,
en su caso, en esta vía de amparo, no sólo I~ toma
en consideración de una causa que no tenga ninguna
cobertura legal, sino también, aun existiendo ésta, la
aplicación que sea arbitFaria o infund~da, o re,sult.e d~
un error patente que tenga relevancia constitucional
(S~TC 201/1987 y 3611988)). ~

3. Ya en la STC 105/1990 tuvimos ocasión de decir
algo tan elemental como que la Constitución n<? p~rmite

el insulto. Y lo declaramos entonces con las siguientes
palabras: «No cabe duda de que la emisión de apelativos
formalmente injuriosos en cualquier contexto, innece­
sarios para la labor informativa o de formación de la
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opinión que se realice' supone un daño injustificado a
la dignidad de las personas o al prestigio de las ins­
tituciones, teniendo en cuenta que la Constitución no
reconoce un pretendido derecho al insulto,. que sería
por lo demás incompatible con la dignidad de la persona
que se proclama en el arto 10.1 del Texto fundamental
(fundamento jurídico 8.°).

Pues bien,. si así lo declaramos, aunque fuera para
desestimar un r~curso de amparo, en un caso en el que
las injurias y los insultos eran cuantitativamente muy
inferiores a los que se. contienen en el supuesto que
ahora examinamos, lo mismo hemos de reiterar para
estimar el presente recurso en el que se solicita amparo
constitucional frente a· un artículo de prensa en el que,
desde el «ingel1ioso» título «Pasar por Lapiedra» hasta
sus últimas palabras -la maldad. de don Vicente Lapie­
dra-, está repleto todo él, cualquiera que fuera la inten­
ción de su autor, de frases degradantes y de calificativos
injuriosos que desbordan con mucho los límites del
art. 20.4 C.E.

4. Disiento, pues, de la Sentencia qesestimatoria del
amparo. El hecho de que el arto 10 de la Constitución
esté fuera del recurso de amparo, no impide que, inte­
grado dicho precepto en suart. 20.4, no podamos exa­
minar la queja del recurrente; y menos aún que por tener
éste dos vías para la defensa de sus derechos, la civil
de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección
al Derecho al Honor, y la que le brinda el CódigQ Penal
(art. 457 y siguientes), su opción por esta última con­
duzca a una protección menos intensa que la que podría
haber obtenido en' el supuesto de utilizar la primera.
Para mí, ese derecho de opción corresponde exclusi­
vamente al recurrente y la vía por él elegida -la que
estimo más adecuada a la gravedad de los in~ultos­
no puede llevar a· la falta de protección del. derecho al
honor qu.e le ha sido gravemente lesionado. .

Por todo ello y en m.i criterio, ha debido ser estimado
el presente recurso de amparo. r

Dada en Madrid, a catorce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Ferhando García-Mon y Gon­
zález-Regueral.-Firmado·y rubricado..

27459 Sala Primerá.Sentencia 298/1994, de 14 de
"noviembre .de 1994. Recurso de amparo
181/1993. Contra diversos proveídos dicta­
dos por la .Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo del. Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña en ejecución de Sentencia dictada
por la antigua Sala Segunda de la Audiencia
Territorial de Barcelona. Vulneración del dere­
cho a fa tutela judicial efectiva: derecho· a la
ejecución de lo juzgado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y.don Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENJ"ENCIA

En el recurso de amparo núm. 181/93, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Enrique Sorribes

Torra, en nombre y representación' de doña María del
Carmen Güell Churruca, doña María de las Angustias
M~rtos Zabálburu, don Alfonso Güell Martas, doña Pilar
Güell Martas y don Juan Güell Martas, asistidos por el
Letrado don César Molinero Santamaría, contra diversos
proveídos dictados· por la S~la de lo Contencioso,.
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cata­
luña (Sección Primera) en la ejecución de la Sentencia
dictada por la antigua Sala Segunda de la Audiencia
Territorial de Barce'lona: de15 de marzo de 1989, en
los autos 74 1/85-A. Han sido parte el Ministerio Fiscal
y el Abogado del Estado: Ha sido Ponente el Magjstrado
don Pedro Cruz VillaIón, quien expresa el parecer' de
la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado ante este Tribunal
.el día 22 de enero de 1993, el Procurador de los Tri­
bunales don Enrique Sorribes Torra, en nombre de doña
María del Carmen GüeH Churruca y otros cuatro más,
interpuso. recurso de amparo constitucional contra diver­
sos proveídos dictados por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal. Superior de Justicia de Cata­
luña en la ejecución de ]a Sentencia de 15 de marzo
de 1989, recaída en el recursocontencioso-administra­
tivo· núm. 741 /85-A, 'por considerar que la ineficacia
de los mismos era causante de unas dilaciones indebidas
contrarias al art. 24. 1de la Constitución.

2. El relato fáctico de la demanda se contrae, en'
síntesis, a lo siguiente:

a) Como consecuencia de un procedimiento expro­
piatorio iniciado en 1975, los actores interpusieron recur­
so contencioso-administrativo contra la valoración fijada
como justiprecio por el Jurado Provincial de Expropiación
Forzosa. La' antigua Audiencia Territorial de Barcelona,
mediante Sentencia de 15 de marzo de 1989, desestimó
su recurso considerando ajustada a Derecho la valora­
ción efectuada.

Por providencia de 10 de junio de 1989, la Sala decla­
ró la firmeza de su Sentencia, al tiempo que requería
al órgano demandado, la Junta de Construcciones, Ins­
talaciones y Equipo Escolar del Ministerio de Educación
y Ciencia (en adelante, J.C.I.E.E.), para que diese cum-
plimiento a dicha Sentencia. .

A tenor de lo dispuesto en el art. 105 de la L.J.C.A.,
el 12 de septiembre de 1989 los actores solicitaron
de la Sala que requiriese a la J.C.I.E.E. el cumplimiento
de la Sentencia y, casi a la par, el ,día 15 del mismo
mes y año, dirigieron escrito al Ministerio de Educación
y Ciencia, interesando el abono de los intereses legales
por la demora en el pago del justiprecio.

La Sala, por providencia de 4 de octubre de 1989,
requirió a la J.C.I.E.E. para que en el plazo de quince
días comunicara las medidas adoptadas para el cum­
plimiento de la Sentencia. El día 9 de marzo de 1990,
este orQanismo administrativo concluyó el pago del jus­
tiprecio que se efectuó en tres fases.

b) El 15 de marzo de 1990, los recurrentes pre­
sentaron un escrito ante la Sala para que requiriese nue­
vamente a la J.C.I.E.E.,esta vez con 'relación ,al abono
de los intereses de demora que le seguían siendo adeu- ..
dados y que ellos mismos calcularon .en 89.009.437
pesetas. Por providencia de 5 de abril de 1990, la Sala
dio traslado de este escrito a la J.C.I.E.E. para que en
el plazo de cinco días, manifestase lo que a su derecho
conviniese. Ante el silencio y la absoluta inactividad del
órgano administrativo los actores volvieron a reiterar a
la Sala, mediante escrito de 10 de mayo de 1990, que
requiriese a la J.C.I.E.E. el pago de los intereses de demo­
ra. Así lo hizo, por providencia de 15 de noviembre
de 1990, en la que se le concedía un plazo de veinte


